Poder Judicial de la Nación

CAUSA Nº 5267/2012    EBERTS, ROBERT THOMAS Y OTROS C/ ARRA-
JUZG. Nº 11
       BAL, EDUARDO HORACIO S/ SUCESION S/ ME-
SECR. Nº 21

      MEDIDAS CAUTELARES.

Buenos Aires, 21  de noviembre de 2012.



VISTO: el recurso de apelación en subsidio interpuesto –y fundado- por el actor a fs. 7/9, contra la resolución de fs. 5/6 vta.; y



CONSIDERANDO: 



I.- Que el Sr. Juez en la resolución de fs. 5/6 vta., meritando que en autos se encontraban demostrados los extremos que hacen a la admisibilidad de una medida cautelar, hizo lugar a la precautoria y dispuso, previa contracautela que fijó en la cantidad de $ 600.000, trabar embargo sobre las embarcaciones que se detallan en el escrito de inicio hasta cubrir la suma de $ 3.000.000, con más el importe de $ 1.000.000 para responder a intereses y costas. 



Asimismo, en la inteligencia de que se trató de daños producidos a terceros originados en ocasión de una actividad navegatoria, y dado que por la actividad riesgosa de la cosa (embarcación) los preceptos generales del derecho común, en principio, son desplazados por la normativa propia de la Ley Nº 20.094 y demás convenios internacionales -los que en su conjunto conforman un régimen autónomo-, decidió que en autos no cabía la aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor como lo pretenden los accionantes. Por último, agregó que la expresión “beneficio de justicia gratuita” contenida en la Ley Nº 24.240 (modificada por la Ley Nº 26.361) -argumento principal alegado por aquéllos a fin de exceptuarse de tener que ingresar el pago de la contracautela fijada por el Juez-, no debía ser considerada como sinónimo de beneficio de litigar sin gastos, pues, mientras éste implica la eximición de tasas, sellados y costas, aquella se refiere al acceso a la justicia vinculado con la gratuidad del servicio de justicia que presta el Estado, circunstancia que impide eximir a los accionantes del pago de la contracautela. 



II.- Esa decisión motivó el recurso interpuesto por los actores a fs. 7/9 quienes, además de plantear la inconstitucionalidad de diversos preceptos contenidos en la Ley de Navegación, en concreto sostienen que no corresponde fijar contracautela real toda vez en la especie resultan aplicables los preceptos contenidos en la Ley de Defensa del Consumidor. En efecto, afirman que el viaje hasta las Cataratas del Iguazú tuvo un propósito y finalidad puramente turística, pues se trató de un servicio dirigido a consumidores. Además, en el caso concreto, toda vez que la navegación practicada se encuentra vinculada de un modo inescindible con aquélla prestación, corresponde juzgar la cuestión a la luz de los principios consagrados en la Ley Nº 24.240 y en el derecho común.



III.- Que atendiendo a los términos en que ha quedado planteada la cuestión a resolver, cabe aclarar inicialmente que en el estado actual de la causa y dentro del limitado ámbito cognitivo propio del instituto cautelar, no resulta pertinente abordar un análisis profundo acerca del derecho aplicable al sub examine, debiendo quedar reservado ese examen para la ocasión en que se resuelva la cuestión de fondo, pues excede claramente los límites cognitivos propios del instituto cautelar aquí examinado.



Para desestimar el agravio vinculado con la pretendida exención del previo pago de la contracautela como requisito para la obtención de la medida cautelar, basta con señalar que aún en el caso de que en autos correspondiera aplicar los principios contemplados en la Ley de Defensa del Consumidor, cabe precisar que la finalidad del beneficio de justicia gratuito contenido en la referida normativa es posibilitar al consumidor el acceso a los tribunales disminuyendo las barreras que obsten a un reclamo efectivo. En efecto, en su artículo 26, 4to. párrafo (confr. Ley Nº 26.361), establece que “Las actuaciones judiciales que se inicien de conformidad con la presente ley en razón de un derecho o interés individual gozarán del beneficio de justicia gratuita.”



Desde tal perspectiva, debe entenderse que el alcance que la Ley de Defensa del Consumidor le otorga al concepto “justicia gratuita”, es que el acceso a la justicia de los consumidores no debe ser conculcado por imposiciones económicas, tal como el pago de la tasa de justicia. 



En tales condiciones, una vez habilitada gratuitamente la jurisdicción, quien reclama debe atenerse a las vicisitudes del proceso, una de las cuales es la obligación de tener que prestar caución real suficiente frente a la concesión de una medida cautelar como la que se pretende obtener en autos, ya que dar un alcance mayor a la norma significaría avalar una indebida injerencia del estado en la esfera patr0imonial de los ciudadanos, en claro desmedro de los derechos0 de igualdad y propiedad consagrados en la Constitución N0acional (confr. en tal sentido esta Sala, causa 7201/09 del 80.3.12).  


El0lo así, recuérdese que la exigencia de una contracaute0la en el dictado de una medida precautoria, tiene por objeto0 preservar el principio de igualdad de las partes, en tanto0 su fin es el de asegurar al demandado el resarcim0iento de los daños que aquélla pudiera ocasionarle durante0 la sustanciación del pleito, si hubiera sido petici0onada sin derecho.

0
Por todo lo expuesto, esta Sala RESUELVE: confirmar la res0olución apelada.

0
Déjase constancia de que la tercera Vocalía de la Sa0la se encuentra vacante (art. 109 del Reglamento para la J0usticia Nacional).

0

Regístrese, notifíquese –al señor Fiscal General en s0u público despacho- y devuélvase. 
0
0




RICARDO VÍCTOR GUARINONI

ALFREDO SILVERIO GUSMAN
